
 

 

 

 
EL AÑO 2023 EN LA PERSPECTIVA DE LOS TABAJADORES PANAMEÑOS 

 
En 2023 la economía panameña siguió su recuperación y acumulando beneficios, pero el bolsillo de los 
trabajadores y del pueblo en general sigue en bancarrota. 
 
A pesar del alto crecimiento del Producto interno bruto (PIB) en 2022 y de lo que se vislumbra en 2023, el 
desempleo golpea a más de 150 mil hombres y mujeres y el empleo informal y precario afecta a cerca de la 
mitad de la fuerza de trabajo. Los jóvenes siguen pagando el mayor costo del modelo de crecimiento sin empleo 
y 7 de cada 10 jóvenes están desempleados o sólo logran un trabajo precario en la economía informal. Ellos no 
pueden soñar con una casa propia o con un futuro prometedor; y esto seguirá siendo un factor de conflicto social 
en Panamá. 
 
A pesar de los datos oficiales el costo de vida es insostenible porque prevalece la especulación del libre mercado 
y los salarios reales están estancados desde hace décadas, perdiendo participación en el PIB. En los dos últimos 
años (2022 y 2023) la economía creció acumuladamente cerca de 17% pero la gran mayoría de los trabajadores 
no recibieron aumento en los salarios mínimos por los argumentos desgastados de siempre. Y todo esto es 
apuntalado por la violación sistemática al derecho de negociación colectiva en las corporaciones que operan en 
zonas francas, en la Zona Libre de Colón, en el sector bancario y en amplias franjas de empresa, que además 
evaden o no pagan impuestos por normas especiales que las eximen de esta obligación. 
 
En el año que termina se profundizaron los problemas estructurales de arrastre que trae el país, debido al 
despilfarro, la corrupción y a las políticas neoliberales. Cientos de comunidades siguen con la agonía de la falta 
de agua potable e inundadas en basura que afectan la salud. 
 
Mientras se despilfarran millones en planillas abultadas en la Asamblea de Diputados y en las instituciones 
públicas, los productores agropecuarios enfrentan otro período crítico, debido a la sequía prolongada y por la 
incapacidad gubernamental para construir reservorios y presas a lo largo y ancho del país, para asegurar la 
producción en los principales cultivos y la seguridad alimentaria de los panameños. 
 
La educación pública sigue en la peor crisis de la historia republicana por la incapacidad gubernamental para 
renovar el sistema de enseñanza, para disponer de infraestructura adecuada y del personal docente 
oportunamente y por la pésima calidad de la educación. A esto se suma las prácticas de una dirigencia 
magisterial dedicada en su mayoría a la política, a paralizar el calendario de la educación pública cuando se les 
viene en gana, mientras cumplen meticulosamente en la educación privada y reciben muy puntualmente su 
quincena de pago aunque no atiendan a los estudiantes. Sucesivos gobiernos clientelistas e incompetentes han 
permitido esta irracionalidad, con un alto costo para la sociedad y economía panameña. 
 
El INADEH siguió siendo durante 5 años más, la misma institución política dedicada a ocupar a los militantes de 
los partidos en el poder. Como en otras administraciones, desde julio de 2019 han pasado tres directores 
generales y el resultado no puede ser otro que una formación profesional poco pertinente y de escasa cobertura. 
 
La Caja de Seguro Social se siguió deteriorando y se ha agudizado el déficit financiero debido a la quiebra 
inducida al sistema solidario de pensiones por la imposición gubernamental de la ley 51 de 2005. Miles de 
jubilados reciben una pensión de hambre, nunca hay medicinas, no hay citas con especialistas, y no hay 
exámenes especiales como resonancias magnéticas. Esta institución es un fiel ejemplo de corrupción público – 
privada cuando se les dice a los pacientes que allí no hay capacidad para atenderlos, pero puede ir a la clínica 
privada del mismo médico del Seguro y tendrá atención pagando. Esta institución también es el mejor ejemplo de 
la irracionalidad e incapacidad gubernamental extrema para conducir un diálogo para su recuperación, tal y como 
se demostró en los últimos cuatro años. Y la crisis persiste con un sector empresarial que no ceja en su empeño 
por terminar de privatizar el fondo de pensiones de los trabajadores y un gobierno incapaz de liderar la salida que 
más le conviene al país: recuperar los principios de universalidad, solidaridad y eficiencia de la institución. 
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El estallido social reciente por el tema minero fue la gota que derramó la ira de un pueblo cansado de tanto 
engaño, corrupción y prepotencia oficial, así como de los privilegios y rapacidad del capital transnacional. El 
estallido demuestra que pueden engañar al pueblo algunas veces, pero no toda la vida. El pueblo 
panameño históricamente ha demostrado sabiduría, resiliencia y capacidad de lucha contra la opresión y el 
colonialismo. Esto lo ha demostrado en gestas históricas alrededor de la lucha por la recuperación del canal y 
contra políticas y medidas internas antipopulares como la ley chorizo de 2010. La clase política dominante no 
aprendió la lección del estallido social de julio de 2022, cuando al final se prometió mucho y no se cumplió nada. 
 
La imposición de un contrato ley que ningún panameño honesto firmaría, la pantomima de una falsa consulta 
ciudadana, la farsa de un debate legislativo entre diputados que en su mayoría sólo responden a sus intereses y 
muchos otros vicios, sólo vaticinaban el fracaso de ese nuevo fraude. 
 
La sentencia de inconstitucionalidad del contrato minero plantea grandes desafíos para Panamá. El país se debe 
preparar para un proceso largo de batalla jurídica a nivel internacional. Y ojalá que el Ejecutivo haya aprendido la 
lección y ponga por delante los intereses de la patria y a los mejores especialistas para minimizar los costos 
económicos para el país. En el orden interno se debe asegurar un cierre seguro de la mina. 
 
Le corresponde al gobierno definir las políticas y programas apropiados para recuperar el nivel de producción y 
empleo que se pierde por el cese de la actividad minera. Economistas reconocidos han señalado opciones de 
actividades como la agropecuaria, el turismo y la logística, pero ello requiere de políticas de Estado. La mano de 
obra cesante de la actividad minera debe ser considerada prioritariamente en los programas de inversión pública. 
 
El movimiento sindical panameño enfrenta ingentes desafíos y se impone un cambio radical para estar a la altura 
de los acontecimientos presentes y futuros. La reciente crisis política puso de relieve las fisuras existentes en el 
CONATO con algunas organizaciones que actuaron en contra de sus principios y objetivos y en favor del bloque 
sindical - político que siempre ha conspirado para destruir el CONATO. Ese bloque político se alió de manera 
oportunista con la clase dirigente que impulsó la ley chorizo en 2010 y que intentó defenestrar al CONATO en 
esa oportunidad. Se impone una renovación de la dirigencia del CONATO y eso pasa por una renovación de sus 
organizaciones constitutivas. Se requiere abrir el compás para que otras confederaciones o federaciones 
nacionales se integren al CONATO haciendo honor a su Estatuto, objetivos y principios como ente democrático 
de coordinación sindical. Si no se logra la unidad de acción, el CONATO quedará a merced de la agenda política 
y voracidad del bloque oportunista que siempre estuvo aliado con los gobiernos de turno de la pasada década. 
 
Esta renovación se debe extender a las entidades de diálogo social donde participan los trabajadores, como la 
Fundación del Trabajo. La FUNTRAB perdió la oportunidad histórica de liderar procesos de diálogo en los últimos 
años cuando las iniciativas oficiales fracasaron. Tenemos la obligación moral de revivir la Fundación del Trabajo 
porque en la actualidad no hay una dirección visible ni compromiso alguno de las organizaciones constituyentes. 
 
2024 será un año de grandes desafíos para el movimiento sindical. El clientelismo político y el despilfarro 
gubernamental llevan las finanzas públicas a un despeñadero. El gobierno ha duplicado la deuda externa en 
menos de 5 años y muy pronto el Fondo Monetario y la banca internacional comenzará a exigir ajustes 
draconianos en contra del pueblo panameño. Extender la edad de jubilación, privatizar los fondos de pensiones y 
recortar los beneficios de los asegurados serán sólo la punta de lanza de los sufrimientos del pueblo. En algún 
momento pretenderán también comprometer la propiedad del Canal de Panamá. El movimiento sindical deberá 
estar más vigilante que nunca antes esas amenazas. 
 
El año que termina ha sido muy difícil para los trabajadores panameños, pero los acontecimientos 
aleccionadores vividos recientemente abren un camino de esperanza para seguir luchando por un 
Panamá más equitativo y justo, donde se respeten los derechos laborales y se erradique el virus de la 
corrupción e impunidad. 

 
RENOVEMOS NUESTRO COMPROMISO DE LUCHA 

EL QUE NO LUCHA HOY ESTARÁ SIN TRABAJO MAÑANA 
Panamá, 26 de diciembre, 2023 


